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El Diálogo N° 45 del Consejo de Políticas de Infraestructura, CPI, se realizó en modalidad 
remota y contó con la participación de más de 70 personas, entre especialistas e 
interesados en el tema. El financiamiento privado de la infraestructura de uso público, se 
concordó en el encuentro, tiene un desafío y un espacio importantes en el país de cara a 
la reactivación económica; es sabido el efecto multiplicador de la inversión en el sector 
y su impacto positivo en el PIB actual y potencial y en el empleo. El Fisco no puede –ni 
podrá por varios años- contribuir significativamente a la inversión debido a su estrechez 
presupuestaria.  El déficit en infraestructura,  por de pronto, (según estudios de la CChC)  
puede estimarse en US$ 174.000 millones y existen necesidades en lo inmediato en 
muchas áreas. 

La materialización del financiamiento privado depende, por un lado, de la superación de 
aspectos de entorno –falta de confianza, alta incertidumbre, normativas y regulaciones 
quizás obsoletas, procedimientos siempre engorrosos en la tramitación y aprobación de 
los proyectos- entre otros. El fortalecimiento de la colaboración público-privada es un 
requisito clave que debiera abordarse con alta prioridad. Por otra parte, corresponde 
avanzar en aspectos específicos del financiamiento privado, como el desarrollo del 
mercado de renta fija y la participación de actores institucionales privados que manejan 
grandes fondos  (AFP y compañías de seguros, por ejemplo) y de otros nuevos 
inversionistas formales.  La banca local e internacional también puede ampliar su 
participación. En los tiempos actuales, sin embargo, los riesgos de demanda en las obras 
concesionadas son observados cuidadosamente por las entidades que administran 
grandes fondos. 

I. Síntesis
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El financiamiento privado y la aprobación y ejecución de infraestructura pública están 
insertos en un escenario de nuevas exigencias no totalmente asumido hasta ahora por 
empresas y mandantes. Se trata de la sostenibilidad ambiental y social de los proyectos y 
de su arraigo en la población; de transparencia y reportes exhaustivos con información de 
todo el proceso que conduce a las nuevas obras; de la confianza y el cierre de las vías de 
corrupción; de las exigencias de los financistas internacionales sobre tales aspectos; y del 
seguimiento, control y solución eficaz de controversias, sobre todo en los proyectos más 
largos. El financiamiento privado para infraestructura de uso público en vistas de la 
reactivación económica debe reconocer un nuevo escenario, ajustándose a él como un set 
de condiciones mínimas y más exigente que el conocido hasta ahora. 
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EXPOSICIÓN DE JAVIER HURTADO
Gerente de Estudios de la CChC 

Estamos frente a un escenario de alta incertidumbre, pérdida de confianzas, litigios 
crecientes y, finalmente, paralización de obras tanto en viviendas como en infraestructura. 
La inversión versus la evolución del PIB ha venido cayendo en el país hace bastante tiempo  
y, además, el Fisco no cuenta con los recursos para acelerar el gasto de capital. Sin 
embargo, hemos estimado un déficit de infraestructura de US$ 174.000 millones y que 
habrá que enfrentarlo en los próximos años, lo cual renueva el desafío del sector aún en 
condiciones iniciales desfavorables. Debe tenerse presente que un 10% de aumento en 
inversión en infraestructura impacta en un 1,7% de crecimiento en el ingreso per cápita. 
Se van a necesitar más proyectos –en áreas necesitadas, como obras hídricas, vialidad, 
telecomunicaciones, ferrocarriles, edificación pública-  y ampliar el abanico posible con 
obras de menor tamaño. Deberán corregirse diversos factores de arrastre, como la lentitud 
en las aprobaciones de proyectos y obras y una institucionalidad insuficiente; son 
dificultades siempre mencionadas y que muestran pocos avances.
   
Superando el difícil momento actual, tendremos que abordar los proyectos con 
herramientas adicionales, por ejemplo la inclusión de product managers en las obras y un 
renovado mecanismo de resolución temprana de controversias (un 81% de los contratos 
presenta divergencias, lo que conduce a litigios y falta de confianza).
     

Se acompaña presentación en anexo 1
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EXPOSICIÓN DE
JEANNETTE VON WOLFERSDORFF

Directora Ejecutiva de Observatorio Fiscal

Respecto del financiamiento privado, tenemos la ley de concesiones y también el Fondo 
de Infraestructura (que todavía no comienza su operación). Se debe insistir en ambos 
mecanismos. Las concesiones, por de pronto, son un mecanismo probado de 
financiamiento privado y una demostración de la capacidad del sector para allegar recursos 
para infraestructura de uso público.   Persiste, sin embargo, los problemas de confianza e 
incertidumbre que, en algunos casos, van a provocar fragilidades adicionales en los 
contratos y litigios.  La industria ha asumido los temas de sostenibilidad y persistirá en 
ese camino.   

Estamos frente a un nuevo escenario en la industria de la infraestructura de uso público. 
Hoy en día aparecen nuevas exigencias para su operación, donde la sostenibilidad es un 
criterio clave.  La pregunta que surge es: ¿cuál es la infraestructura sostenible para jugar 
un rol central en una reactivación que también debiera ser sostenible? En primer lugar, 
proyectos que están pensados para un mayor bienestar de las personas, con soluciones 
centradas en los usuarios y mayor presencia de ellos en los procesos de creación de 
nueva infraestructura de uso público. No se trata solamente de grandes cifras, 
equilibrios financieros y balance macroeconómicos.  La obra pública, por otra parte, 
tiene que avanzar mucho en transparencia, lo que redundaría en mayor confianza entre 
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los actores involucrados. Las obras de más largo plazo y con más actores muchas veces 
dificultan la transparencia y tienen más riesgo de corrupción. La falta de transparencia 
se puede constatar antes y después de las adjudicaciones, además durante la fase de 
construcción.

Existen muchas tareas pendientes para avanzar en transparencia. Se pueden destacar las 
siguientes:
 

 o Mayor y mejor reporting y rendición de cuentas

 o Datos sobre retrasos y desviaciones  (¿qué obras, qué contratistas?)

 o Datos sobre gestión de las obras, accesibles a más personas

 o Datos sobre concesiones : rentabilidad, algoritmo de tarifas, volumen de tráfico

 o Registro único de contratistas

 o Expropiación de terrenos: ¿quiénes son los beneficiarios?

Los temas de retrasos, desviaciones del contrato y expropiaciones constituyen fuentes 
principales de corrupción. Se observa que la falta de transparencia –y de sostenibilidad en 
último término-, y al igual que los riesgos de corrupción,  están directamente vinculados 
a la carencia de datos rigurosos en todas las fases de construcción de obra pública.
 
Respecto de las concesiones en particular, debiera existir mayor control. Proponemos una 
unidad de control, autónoma del MOP, que junto a la Contraloría (que realiza su función 
ex- post de la obras) se encargue del seguimiento y monitoreo de la infraestructura de uso 
público en construcción. 
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EXPOSICIÓN DE ARTURO CIFUENTES
Investigador Asociado en Clapes, U.Católica

Comparto la apreciación del déficit actual de infraestructura de unos US$ 170.000 millones 
a superar en 10 años, y se puede pensar por tanto en inversiones a razón de unos US$ 
17.000 por año. Es importante confiar en el sector privado para llevar adelante esta tarea 
en tiempos que son y serán muy duros por varios años; el Fisco no tiene los recursos, pero 
Chile tiene el mejor rating crediticio en América Latina y su deuda/PIB es baja, de 30%  
(Alemania tiene 80%). No es un llamado a endeudarse excesivamente o sin control, pero 
es una circunstancia que debe aprovecharse.
 
Sobre el financiamiento privado, es preciso señalar que el mercado de renta fija en el país 
está muy subdesarrollado, donde, además, el 50% de los bonos corresponde al sector 
bancario y financiero, resultando en instrumentos de bajo monto y poca liquidez. Aquí hay 
una gran oportunidad para bonos a plazos largos respaldados por infraestructura. Una idea 
importante, trabajada en Clapes y que está a disposición de los interesados, es la creación 
de un fideicomiso con recursos del Fisco que pudiera emitir bonos hasta por un 70% del 
total del fondo del fideicomiso con la protección de obras de infraestructura; significaría 
un menor compromiso financiero del Fisco en tiempos de estrechez de recursos públicos.  
Una iniciativa de este tipo no requiere de cambios regulatorios importantes y representa 
una oportunidad para fomentar el mercado de renta fija. Por cierto, significaría un buen 
instrumento para dinamizar el empleo, particularmente mano de obra sin formación y 
entrenable, y desarrollar proyectos de infraestructura bajo modalidades innovadoras de 
financiamiento.  



10

CONECTIVIDAD DIGITAL. RENDIMIENTO, LECCIONES Y DESAFÍOS POST - PANDEMIA

EXPOSICIÓN DE ANTONIO SILVEIRA
Vicepresidente de Infraestructura de CAF

Banco de Desarrollo

Es necesario disponer de una estrategia para la inversión en infraestructura que tome en 
cuenta las nuevas circunstancias y establezca las prioridades pertinentes. Por ejemplo, la 
industria de vuelos está atravesando una crisis muy profunda y entonces hay que reevaluar 
la inversión en aeropuertos. Se trata de priorizar sectores y ubicar la inversión en la 
perspectiva de movilizar empleos. El caso de la infraestructura digital redobla su 
importancia para no seguir rezagados en este factor clave de la competitividad.
   
Respecto del financiamiento privado, es efectivo que se puede desarrollar más el mercado 
de renta fija, pero los oferentes de recursos van a exigir una infraestructura de clase 
mundial que no contenga riesgos significativos de demanda teniendo en cuenta la 
dificultad de realizar proyecciones en la actual coyuntura. La clase mundial de la 
infraestructura está vinculada con la transparencia y la ausencia de corrupción; con la 
consideración de temas sociales y ambientales; con la gobernanza e integridad; con 
mejores prácticas en la esfera privada; con la seguridad en los contratos; y con la madurez 
institucional. Los organismos multilaterales, por su parte, pueden colaborar con 
financiamiento para apalancar las inversiones en infraestructura, públicas y privadas, que 
se ajusten a las exigencias señaladas.     
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EXPOSICIÓN DE CARLOS CRUZ
Director Ejecutivo de CPI

Por razones ampliamente reconocidas –efecto multiplicador, empleo, velocidad e impacto 
inmediato del gasto, entre otras- la reactivación económica del país requiere de la 
inversión en infraestructura de uso público. Existen fuentes de financiamiento privado 
para esa demanda-país, aunque las circunstancias actuales son especialmente complejas; 
hoy resulta más aventurado que hace algunos años invertir en la actividad. El desafío es 
lograr el eslabón entre la reactivación vía infraestructura de uso público y la 
disponibilidad de recursos privados, entendiendo la premisa de la restricción del 
financiamiento fiscal; en esta encrucijada asoma con fuerza el tema de la confianza. 
Conviene mencionar que el mecanismo de asociatividad público-privada, que ha 
significado la inyección de cuantiosos recursos privados para inversión en infraestructura, 
ha demostrado su validez y registra una buena evaluación. Es una ruta ya trazada y con 
múltiples experiencias en distintas áreas que está a disposición de la autoridad.
 
Respecto de los recursos del Fisco y su mayor endeudamiento hacia adelante, hay que 
retomar la discusión sobre separar o aislar dentro del presupuesto público los montos 
destinados a inversión y los de gasto corriente. Existen propuestas sobre el tema, las que 
debieran retomarse en vistas del impacto reactivador y sobre el empleo de la inversión 
en infraestructura.

No cualquier infraestructura será válida de ahora en adelante. Las obras estarán 
sometidas a nuevas exigencias, entre otras su arraigo e impacto concreto en la gente y 
un estrecho seguimiento y control en sus fases de construcción y operación. El desafío 
es de una magnitud considerable y seguramente su cumplimiento será un dato de la 
causa, como señaló antes un expositor.  La industria tiene que tomar nota. 
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En la conversación posterior a las exposiciones se reafirmaron ideas y se incorporaron 
otros aspectos significativos sobre el tema de la convocatoria.
  
SOSTENIBILIDAD
Se reiteró la importancia de que los proyectos consideren de forma importante el impacto 
de las obras sobre las personas, se habló de ciudades caminables, de limitar o prohibir los 
vuelos cortos y privilegiar el ferrocarril. Es discutible, se argumentó, el carácter sustentable 
de las rutas interurbanas y también, por ejemplo, de la carretera hídrica. La ciudadanía no 
necesariamente valora las obras y existen problema de imagen, mencionó otro asistente. Se 
insistió en los riesgos medioambientales de los proyectos y de la necesidad de un portafolio 
de inversiones consistente con esa exigencia y de su reporting riguroso, lo que estaría en 
línea con los estándares internacionales y posiblemente  facilitaría fuentes de 
financiamiento privado externo e interno. La sostenibilidad, en definitiva, es un criterio 
central que llegó para quedarse y que comparte, al menos, la preminencia frente al volumen 
y los recursos involucrados en una obra, y su impacto macroeconómico. Un participante 
–citando un informe de la OECD y otro del CEP- advirtió sin embargo del peligro de 
considerar el asunto medioambiental como una religión secular, lo que en Chile podría 
pasarnos la cuenta. La maraña de regulaciones y de superposición de normas y actores 
públicos en los proyectos está atentando contra la materialización de obras. 

FINANCIAMIENTO Y CONCESIONES
Promover a mayor escala el financiamiento de proyectos en la banca nacional e 
internacional puede ser un camino promisorio. La presencia de compañías de seguros y 
AFP -entre otros grandes captadores y administradores de recursos- en el financiamiento 
de infraestructura es una materia siempre debatida y sobre la que hay que avanzar. Podrían 
explorarse las posibilidades de la ley de financiamiento urbano compartido para obras 

menores. Un asistente mencionó la necesidad de replantear el modelo negocios en 
infraestructura (“construyo y me voy…”) pasando a un mayor compromiso y proyectos más 
largos. La asociatividad público-privada, por cierto, fue considerada un eje clave que 
sostiene las fuentes de financiamiento, donde deben destacarse los nuevos espacios para 
concesiones –una materia subrayada por varios asistentes- con muchos proyectos 
rentables privada y socialmente (recursos hídricos, rutas secundarias, etc.). Se habló del 
Metro, de la mantención y operación de espacios públicos, y otros, que pueden entrar en 
la esfera de las concesiones. 

PROBLEMAS DE INSTITUCIONALIDAD
Existe multiplicidad de actores púbicos y mucha ambigüedad en las disposiciones que 
rigen en el área de infraestructura pública (una “selva normativa”, señaló un asistente). 
Tampoco es suficiente el control del avance de proyectos, mencionándose el  “desastre 
del Puente Chacao”. El MOP debe actualizarse necesariamente y en varios planos, por 
ejemplo en el tema de los mandantes en el caso de concesiones provenientes de iniciativas 
privadas (el MOP debe buscarlos pero casi ningún ministerio ni entidad públicos quiere 
ser mandante), en recursos humanos y tecnología, y en utilización de metodologías de 
rentabilidad social de los proyectos que superen a las actuales que datan de hace decenas 
de años. El MOP, en definitiva, debe acompañar las nuevas exigencias y los cambios 
requeridos. Por otra parte, ¿quién hace en el país los listados de proyectos-factibles, 
necesarios y de acuerdo a los nuevos estándares y exigencias- que estén adecuadamente 
validados?, preguntó un asistente.
   
POSIBILIDADES Y RESTRICCONES
Las diversas intervenciones del Diálogo dejan en evidencia que frente al desafío de la 
reactivación económica existe una retroalimentación cada vez más estrecha entre el 
necesario financiamiento privado de la infraestructura de uso público y, i) el margen de 
recursos del Fisco y su política de endeudamiento, ii) las exigencias de sostenibilidad 
–incluidas fuertemente las necesidades de las personas- y la transparencia de los 
proyectos (adjudicación, construcción y operación) que determinan su aceptabilidad entre 
los posibles oferentes de recursos, teniendo en cuenta además la realidad de la cuarta 
revolución industrial, iii) el fortalecimiento de la asociatividad público-privada y el 
mecanismo de concesiones y, iv) la institucionalidad (entidades públicas renovadas, 
normas, regulaciones y criterios discrecionales).      

II. Diálogo
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